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OPINIÓN Nº 050-2008/DOP
Entidad:
Instituto Nacional Penitenciario-Oficina Regional Sur
Asunto:
Efectos de la nulidad del contrato respecto de las actividades ejecutadas a favor de la Entidad
Referencia:
Oficio Nº 864-2008-INPE/19-04
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Director General de la Oficina Regional Sur del Instituto Nacional Penitenciario, en adelante la “Entidad”, formula consulta sobre los efectos de la nulidad de un contrato en las actividades ejecutadas por el contratista a favor de la Entidad.
2. CONSULTAS Y ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley Nº 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 y la Segunda Disposición Final de su Reglamento
, las consultas o solicitudes que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto obscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí. Es así que este Consejo Superior, en vía de consulta, se encuentra impedido de pronunciarse sobre casos concretos o evaluar documentación relativa a situaciones específicas.
En tal sentido, el tema materia de consulta será analizado en términos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

La Entidad plantea las siguientes preguntas:

2.1
¿Cuáles serían los efectos del cumplimiento de las prestaciones (alimentos preparados) las que se encontrarían sin cancelar por la posterior declaratoria de nulidad del contrato?
El artículo 57º de la Ley, concordado con el artículo 202º del Reglamento, establece que la Entidad sólo podrá declarar la nulidad de oficio de un contrato cuando éste haya sido suscrito transgrediendo el artículo 9º de la Ley o cuando producto de la verificación posterior, se evidencie la vulneración del principio de presunción de veracidad.

Al respecto, y siguiendo a CABANELLAS
, es pertinente señalar que la nulidad constituye tanto el estado de un acto que se considera no sucedido como el vicio que impide a ese acto la producción de sus efectos, y puede resultar de la falta de las condiciones necesarias y relativas, sea a las cualidades personales de las partes, sea a la esencia del acto, lo cual comprende sobre todo la existencia de la voluntad y la observancia de las formas prescritas para el acto.
Como se advierte, la nulidad determina la invalidez de los actos celebrados con violación o defecto de los requisitos y formalidades impuestas por el ordenamiento jurídico; por lo que los actos nulos son considerados actos inexistentes y, como tal, incapaces de producir efectos.
En tal medida, la declaración de nulidad de un contrato celebrado por una Entidad pública implica la inexistencia del contrato y la consiguiente inexigibilidad de las obligaciones contenidas en éste. Sin perjuicio de ello, y dado que hasta antes de la declaración de nulidad el contrato gozaba de una apariencia de validez, podrían haberse ejecutado determinadas actividades a favor de alguna o ambas partes.
Así, en la eventualidad que el contratista haya ejecutado actividades a favor de la Entidad, y ésta hubiera recibido un beneficio económico -las actividades ejecutadas- sin que haya retribuido el costo de las mismas, podría configurarse un enriquecimiento sin causa
.
En relación con lo indicado, el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, mediante la Resolución Nº 176/2004.TC-SU, ha establecido lo siguiente: “(..) nos encontramos frente a una situación de hecho, en la que ha habido – aún sin contrato válido – un conjunto de prestaciones de una parte debidamente aceptadas - y utilizadas por la otra, hecho que no puede ser soslayado para efectos civiles. En este sentido, cabe señalar que, conforme al artículo 1954° del Código Civil, el ordenamiento jurídico nacional no ampara en modo alguno el enriquecimiento sin causa. En efecto, no habiéndose suscrito el contrato correspondiente, no ha existido fundamento legal ni causa justa para dicha atribución patrimonial que sustente el enriquecimiento indebido en el que ha incurrido la Entidad, circunstancias que deberá ser ventilada por las partes en la vía correspondiente.” (El subrayado es agregado)
En el orden de ideas expuesto, cabe reconocer que, en los hechos, la Entidad podría haberse beneficiado con las actividades ejecutadas en su favor por el contratista; por lo que, en aplicación de los principios generales que vedan el enriquecimiento sin causa, corresponderá al contratista perjudicado ejercitar las acciones que correspondan para reclamar el reconocimiento de los costos
 de la ejecución de dichas actividades.
2.2
¿Cómo procedería la Entidad si el proveedor solicitaría notarialmente el pago de los adeudos de las contraprestaciones efectuadas antes de la declaratoria de nulidad del contrato? ¿Correspondería demandar al proveedor por daños y perjuicios?
Como se ha señalado en el primer párrafo del numeral 2 del presente informe, este Consejo Superior en vía de consulta se encuentra impedido de pronunciarse sobre casos concretos; por lo que la Entidad, en coordinación con su asesoría jurídica interna, deberá adoptar la decisión de gestión que resulte acorde con su caso específico.
3.
CONCLUSIONES
3.1. Es facultad del titular de la Entidad declarar la nulidad de oficio de un contrato de verificarse alguna de las causales establecidas por el último párrafo del artículo 57º de la Ley.
3.2. La declaración de nulidad de un contrato determina que éste no surta efectos, siendo inexigibles las obligaciones contenidas en el contrato.
3.3. Las actividades ejecutadas por el contratista a favor de la Entidad sin que medie un contrato válido, determinan el enriquecimiento sin causa de esta última.
3.4. Corresponde al contratista perjudicado ejercitar las acciones que correspondan para reclamar el reconocimiento del costo de las actividades ejecutadas a favor de la Entidad.
          Jesús María, 02 de julio de 2008
MPC/.
� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM.


� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM.


� CABANELLAS, Guillermo. Diccionario enciclopédico de derecho usual. Buenos Aires: Editorial Heliasta S.R.L., 1981. Pág. 587.


� De conformidad con lo establecido por el artículo 1954º del Código Civil, “Aquel que se enriquece indebidamente a expensas de otro está obligado a indemnizarlo.”


� Cabe anotar que el monto reconocido no podría considerarse pago en la medida que éste es consecuencia directa de una obligación válidamente contraída, supuesto que no se produce en los casos comentados. Asimismo, con relación al aspecto presupuestal, el pago constituye la etapa final de la ejecución de un gasto que ha sido válidamente devengado.
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